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Corte Suprema de Justicia
  Sala de Casación Civil


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL
Bogotá D. C., dos de octubre de dos mil trece
Exp. No.: 11001-02-03-000-2013-01713-00
Se resuelve el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Tercero de Familia de Barranquilla y Promiscuo de Familia de Apartadó (Antioquia).
I. ANTECEDENTES
1. El Defensor de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, promovió proceso de impugnación de la paternidad del menor X X X X X X X X X X X X X X X ante los juzgados de familia de Barranquilla. [Folio 1, c. 1] 
2. Se afirmó en la demanda que la progenitora del referido infante y éste, están domiciliados en esa ciudad. [Folio 1, c. 1] 
3. El Juzgado Tercero de Familia de la mencionada localidad, al cual se le asignó el asunto por reparto, admitió el libelo sin notificar a la madre del niño, y adelantó el proceso hasta la etapa probatoria. [Folio 30, c. 1] 
4. La señora Yeni Marcela Betancurt Correa, en escrito presentado el 24 de mayo de 2012, manifestó que ella y su hijo están domiciliados en Apartadó (Antioquia), por lo que pidió que “se traslade el proceso por competencia territorial”, solicitud que reiteró el 1° de agosto de 2012. [Folios 32 y 68, c. 1]
5. En audiencia de interrogatorio celebrada ante juez comisionado en el municipio de Apartadó, la madre del menor aportó escrito en el que reclama declarar la nulidad de lo actuado en el proceso por falta de competencia e indebida notificación. [Folios 89 y 90, c. 1]  

6. Como fundamento, indicó la interviniente que desde el año 2007 está domiciliada con su hijo en la municipalidad señalada, por lo que el juez que asumió el conocimiento de la acción no es el competente, y además no se le notificó la providencia que admitió la demanda. [Folio 90, c. 1] 
7. Mediante proveído de 8 de octubre de 2012, el juzgador de la causa resolvió declarar su incompetencia para continuar con el trámite del proceso, y ordenó remitirlo al Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó (Antioquia), porque allí está domiciliado el menor. [Folio 94, c. 1] 
8. El referido despacho judicial declinó el conocimiento del asunto, porque consideró que el llamado a tramitar el proceso es el de Barranquilla, pues “la competencia no puede ser variable de acuerdo al cambio sobreviniente del domicilio del infante…”. En consecuencia, ordenó la devolución del diligenciamiento a la autoridad que lo remitió. [Folio 98, c. 1]
9. Recibido el expediente, en auto dictado el 9 de mayo de 2013, el juzgador de Barranquilla declaró, de oficio, la nulidad de todo lo actuado a partir de la providencia que admitió el escrito con el que se dio inicio al juicio, por hallar probadas las causales previstas en los numerales 2° y 8° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, y dispuso enviar las actuaciones al juzgado de Apartadó. [Folio 102, c. 1] 
10. En sustento de su determinación, el administrador de justicia sostuvo que al momento de incoarse la impugnación de paternidad, el domicilio del niño no era Barranquilla como se aseveró en la demanda, sino Apartadó (Antioquia), lugar al que años atrás se había desplazado en compañía de su señora madre, a quien, además, no se le notificó el proveído con el que se comenzó el trámite procesal. [Folio 101, c. 1]  
11. La titular del Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó insistió en rehusar la competencia, y ordenó remitir lo actuado a la Corte a efectos de dirimir el conflicto suscitado. [Folio 105, c. 1] 
12. Surtido el traslado en esta instancia para presentar alegaciones, las partes guardaron silencio. 
II. CONSIDERACIONES

1. Corresponde a la Corporación resolver el conflicto de competencia que involucra a los despachos judiciales de Barranquilla y Apartadó, por virtud de lo dispuesto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Civil y 7° de la Ley 1285 de 2009, en tanto pertenecen a distritos judiciales diferentes.  

2. En tratándose del factor territorial de competencia, el artículo 23 ejusdem fija los parámetros conforme a los cuales se define el juzgador que tiene la atribución legal de conocer una determinada causa que sea sometida a la jurisdicción.  El numeral 1° del citado precepto contiene la regla general para el conocimiento de los procesos contenciosos, guiada por el criterio de hacer menos gravosa para el demandado, la obligación de comparecer al juicio en el que se le convoca, de ahí que, en principio, al juez del domicilio de aquel le corresponde tramitar la controversia. 
Sin embargo, si el debate judicial recae sobre la filiación de un menor de edad, es necesario acudir a la normatividad especial que regula la materia, esto es, la contenida en el Decreto 2272 de 1989 y la Ley 75 de 1968, con la reforma introducida por la Ley 721 de 2001, disposiciones que constituyen una excepción al principio general que se dejó enunciado. 
El artículo 8° del primero de los decretos citados, por el cual se organiza la jurisdicción de familia, establece que “en los procesos de alimentos, pérdida o suspensión de la patria potestad, investigación o impugnación de la paternidad o maternidad legítima o extramatrimonial -entre otros- en que el menor sea demandante, la competencia por razón del factor territorial corresponderá al Juez del domicilio del menor”.

A su vez, al tenor del artículo 7° de la Ley 721 de 2001 que modificó el artículo 11 de la Ley 75 de 1968, “En todos los juicios de filiación de paternidad o maternidad conocerá el juez competente del domicilio del menor, mediante un procedimiento especial preferente”. 

3. El caso sub iudice versa sobre la impugnación de la paternidad de un menor de edad, de ahí que para definir el fallador al que corresponde conocer del asunto, debe acudirse a la regla que acaba de citarse. 

Ahora bien, en la demanda que presentó el Defensor de Familia del ICBF, se aseveró que la progenitora del infante era vecina de la ciudad de Barranquilla, y en el acápite de ‘competencia’, dicho funcionario afirmó que aquella se radicaba en el juez de esa circunscripción territorial en virtud de la naturaleza del asunto y del “domicilio del menor”. [Folio 2, c. 1]   
Sin embargo, tal manifestación devino desvirtuada por las pruebas que se recaudaron en la etapa instructiva del indicado juicio, porque los mismos testigos depusieron sobre el hecho de que Yeni Marcela Betancurt Correa, luego de su separación del señor Ian Mario Motta Vásquez, de quien se afirma es el padre biológico de su hijo, se trasladó con este último al municipio de Apartadó (Antioquia) y allí fijó su domicilio desde esa época, y no en forma sobreviniente, como lo indicó el juzgador de familia de esa localidad al declararse incompetente.
Las aseveraciones de los declarantes y los documentos aportados por la progenitora del menor (certificado de estudios de éste y registro de sisbén) respaldan lo dicho por ella en cuanto a que está domiciliada en lugar diferente a aquél en que se presentó la demanda, y que tal hecho es anterior a que se acudiera a la jurisdicción para rebatir la progenitura.  
Ahora bien, el artículo 88 de la ley sustantiva civil establece un domicilio para aquél que vive bajo patria potestad, como es el caso de los impúberes, quienes según la mencionada disposición, siguen “el domicilio paterno”, y ha sostenido esta Sala que al armonizar ese precepto con las reglas contenidas en el Decreto 2820 de 1974, “que confió la patria potestad de los hijos en forma conjunta a los padres y en ausencia de uno de ellos, al otro, ha de concluirse que en estos eventos, el domicilio de la madre es, a su vez, el domicilio del  menor”.



De ese modo, resulta evidente que las pruebas obtenidas permitían al juzgador que tramitó primigeniamente parte de la primera instancia, colegir que se había incurrido en la causal de nulidad consagrada en el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, vicio que no se saneó en la actuación procesal, en razón de que fue alegado por la representante legal del menor, a través de un mecanismo idóneo fijado en el ordenamiento adjetivo, y al que estaba habilitada a acudir, aún sin haber formulado la correspondiente excepción previa, dado que su falta de vinculación al proceso impidió que ejerciera su defensa mediante la formulación de ese específico medio.   
Así las cosas, aunque, en principio, la competencia para tramitar el asunto se había radicado en el Juez Tercero de Familia de Barranquilla, en razón de que asumió el conocimiento de la controversia, resultaba válido que declinara de aquella por haber prosperado el cuestionamiento que le hizo una de los interesados en el asunto. 

La razón del anterior aserto estriba en que el principio de perpetuatio juridictionis solo protege a las partes del desprendimiento de un litigio por el juzgador que lo conoce, cuando aquel obra por iniciativa propia; empero, a dicho funcionario sí le está permitido apartarse de la tramitación de la litis, vale decir, renunciar a la atribución de competencia, cuando la parte que no ha hecho la elección de su juez natural, hace uso de los instrumentos que permitan establecer que la definición de la especie litigiosa corresponde a otro despacho, o con otras palabras, “en el evento de que prosperen los cuestionamientos formulados por los demandados a través de los conductos procesales establecidos para ello”.
 
En ese sentido, se ha precisado que si bien el juzgador no puede declararse incompetente de manera oficiosa cuando el proceso se encuentra en curso, eso no es óbice para que en “una etapa posterior la parte interesada controvierta ese aspecto, como sucede en los eventos en que se propone la excepción previa de que trata el numeral 2º del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, o se interpone recurso de reposición contra aquél auto con apoyo en dicha circunstancia, o se invoca a través del correspondiente incidente la causal de nulidad que consagra el numeral 2º del artículo 140 ibídem”.

Únicamente el silencio del interesado conlleva el saneamiento de la presunta nulidad que pudiese emerger por no ser competente el juez en cuyo despacho se sigue la acción, de ahí que el supuesto contrario, es decir la expresa alegación del motivo de invalidación, autoriza que el sentenciador se aleje de la causa a pesar de que hubiere adelantado algunas actuaciones, como sucede en este caso, en el que la indebida notificación de la madre del impúber respecto del cual se refuta la paternidad y la falta de competencia del administrador de justicia conllevaron a retrotraer el trámite, deficiencia esta última que no se convalidó, y por ende, no se ratificó al fallador incompetente.
4. Por esas razones, se declarará que el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó (Antioquia) debe seguir conociendo de la acción ordinaria promovida, por lo que se le remitirá el expediente, previo aviso al juez de familia de Barranquilla involucrado y a la partes. 
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil,
RESUELVE:
PRIMERO. Declarar que el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó (Antioquia) es el competente para conocer el proceso de impugnación de la paternidad incoado.
SEGUNDO. Remitir el diligenciamiento a ese despacho judicial para que dé el trámite que corresponda a la demanda.
TERCERO. Comunicar esta decisión al Juzgado Tercero de Familia de Barranquilla y a los interesados.
Notifíquese y cúmplase, 
ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

Magistrado
� Auto de 24 de agosto de 2012, exp. 2012-01492-00.


� Auto de 8 de septiembre, 24 de noviembre y 31 de enero de 2013, exp. 2011-01755, 2011-02297 y 2012-02927; Auto de 4 de abril de 2013, exp. 2013-00405-00.





� Auto de 23 de marzo de 2012, exp. 2011-02169-00.
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